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jurídico, el desarrollo, la implantación, la explota-
ción y la comercialización de otros servicios y sis-
temas de telecomunicaciones para los que tenga
la autorización o el correspondiente título habili-
tante.

3. El Centro de Telecomunicaciones de la Gene-
ralidad de Cataluña, previo cumplimiento de las
autorizaciones legalmente establecidas, puede par-
ticipar en otras sociedades o empresas, para
desarrollar cualquier actividad comercial o indus-
trial que esté relacionada con cualquiera de las fun-
ciones a las que se refiere el apartado 2, si así
lo acuerdan sus órganos de Gobierno.»

Artículo 2.

Se añaden los apartados 2, 3 y 4 al artículo 4 de
la Ley 15/1993, con el siguiente texto:

«2. El Centro de Telecomunicaciones de la
Generalidad de Cataluña puede aportar a las socie-
dades que constituya los bienes y derechos nece-
sarios para que ejerzan sus funciones, los cuales
forman parte de la infraestructura y los equipos
de la red de telecomunicaciones que se le ads-
cribieron en el momento de su creación y los que
posteriormente adquirió, de acuerdo con lo esta-
blecido en la Ley 11/1981, de 7 de diciembre,
de Patrimonio de la Generalidad. A este fin, median-
te la presente Ley, se integran en el patrimonio
del Centro de Telecomunicaciones de la Genera-
lidad de Cataluña todos los bienes procedentes de
la Corporación Catalana de Radio y Televisión y
sus empresas filiales y los bienes y derechos pro-
cedentes de los departamentos de la Generalidad
y sus organismos autónomos que se le atribuyeron
en el momento de su constitución y que el Centro
de Telecomunicaciones gestionaba en régimen de
adscripción antes de entrar en vigor la presente
Ley.

3. Los elementos que sean objeto de transmi-
sión a las sociedades a las que se refiere el apar-
tado 2 deben valorarse mediante acuerdo del
Gobierno de la Generalidad, no pudiendo dicha valo-
ración superar el valor de mercado.

4. Las sociedades que constituya el Centro de
Telecomunicaciones de la Generalidad de Cataluña
deben contabilizar el valor de sus acciones repre-
sentativas del capital social por el mismo valor que
se haya atribuido a los bienes y derechos apor-
tados.»

Artículo 3.

Se añade un segundo apartado al artículo 5 de la
Ley 15/1993, con el siguiente texto:

«2. Para ejercer sus funciones, con el alcance
que sea necesario, debe integrarse en la plantilla
de las sociedades que se constituyan al personal
que presta sus servicios en el Centro de Teleco-
municaciones de la Generalidad de Cataluña, que
conserva los mismos derechos de los que gozaban
hasta el momento de su integración.»

Artículo 4.

Se autoriza al Gobierno de la Generalidad para modi-
ficar la denominación del Centro de Telecomunicaciones,
si la reorganización de funciones en el área de infor-
mática de la Generalidad de Cataluña así lo aconseja.

Disposición transitoria.

Las sociedades constituidas por el Centro de Tele-
comunicaciones de la Generalidad de Cataluña se subro-
gan en todos los contratos, acuerdos, pactos y convenios
necesarios para llevar a cabo las funciones de explo-
tación y gestión de los servicios y sistemas de teleco-
municaciones que efectivamente formen parte del objeto
social de dichas sociedades.

Disposición final primera.

Se deroga la disposición adicional primera de la
Ley 15/1993, de 28 de diciembre, por la que se crea
el Centro de Telecomunicaciones de la Generalidad de
Cataluña, y, en general, cualquier otra disposición de
igual o inferior rango que se oponga a lo establecido
en la presente Ley o sea incompatible con la misma.

Disposición final segunda.

Se autoriza al Gobierno de la Generalidad para dictar
las disposiciones y los acuerdos que sean necesarios
para desarrollar y aplicar la presente Ley.

Disposición final tercera.

Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su publi-
cación en el «Diario Oficial de la Generalidad de Cata-
luña».

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley cooperen en su cum-
plimiento y que los tribunales y autoridades a los que
corresponda la hagan cumplir.

Palacio de la Generalidad, 28 de diciembre de 1998.

JORDI PUJOL, XAVIER TRÍAS I VIDAL
DE LLOBATERA,

Presidente Consejero de la Presidencia

(Publicada en el «Diario Oficial de Generalidad de Cataluña» número 2.801,
de 8 de enero de 1999)

2195 LEY 18/1998, de 28 de diciembre, de modi-
ficación de la Ley 3/1988, de 4 de marzo,
de Protección de los Animales.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Cataluña ha aprobado y yo, en nombre del Rey y
de acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del
Estatuto de Autonomía de Cataluña, promulgo la siguien-
te Ley 18/1998, de 28 de diciembre, de modificación
de la Ley 3/1988, de 4 de marzo, de Protección de
los Animales.

PREÁMBULO

La protección de los animales es uno de los mayores
cometidos públicos de la época actual. Por eso, el Par-
lamento de Cataluña aprobó la Ley 3/1988, de 4 de
marzo, de Protección de los Animales, que dedica el
título XII a establecer un largo catálogo de infracciones
y sanciones que tiene por objeto garantizar unas mínimas
atenciones a los animales, que deben ser observadas
por todos y que afectan, como ya se señala en el preám-
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bulo de la Ley, entre otros aspectos, el trato, la higiene
y el transporte de los animales.

Con la finalidad de hacer efectivas las prescripciones
del texto legal, se encomienda la inspección y vigilancia
en esta materia a las entidades locales y, en particular,
al Departamento de Agricultura, Ganadería y Pesca. La
Ley 3/1988 fue modificada y completada por la Ley
3/1994, que fija sistemas de identificación obligatorios
para los animales domésticos de compañía, a fin de
poder identificar a los responsables de un abandono,
así como localizar a los animales perdidos.

Ya han pasado más de ocho años desde la promul-
gación de la Ley 3/1988, y puede afirmarse que en
líneas generales el resultado de la Ley puede valorarse
como positivo, dado que es fácil constatar como se ha
instaurado, normativamente un régimen jurídico protec-
tor de las condiciones de existencia de los animales,
con lo cual se ha sustituido la legislación anterior, parcial
y anticuada.

Sin embargo, se observa con un cierto desánimo que
la aplicación práctica de la Ley no ha sido tan intensa
como sería necesario, ya que proliferan cada vez más
conductas prohibidas por la Ley, como por ejemplo los
malos tratos o abandonos de los animales de compañía,
lo cual sucede, entre otras razones, porque las distintas
administraciones públicas no disponen de medios sufi-
cientes para llevar a cabo una vigilancia e inspección
adecuadas a las necesidades actuales.

Las asociaciones de protección y defensa de los ani-
males, asociaciones altruistas y sin finalidad de lucro,
son el camino para conseguir la adquisición de los hábi-
tos sociales para la defensa de los animales y pueden
y deben ser unas colaboradoras inmejorables de la Admi-
nistración para perseguir conductas prohibidas por la
Ley, dado que obviamente no serviría de nada el esta-
blecimiento de una serie de disposiciones normativas
protectoras si éstas no van acompañadas de la corres-
pondiente reacción en caso de incumplimiento.

Sin perjuicio de las disposiciones genéricas que el
mismo artículo 39 de la Ley 3/1988 establece en cuanto
a la adopción de acuerdos entre el Departamento de
Agricultura y las citadas asociaciones proteccionistas,
con la finalidad de que participen en las tareas de pro-
tección y defensa de los animales, es preciso reconocer
a estas asociaciones, explícitamente en la presente Ley,
un interés legítimo colectivo para que se respeten las
prescripciones legales, de tal forma que cuando se pro-
duzcan las infracciones tipificadas, puedan iniciar el pro-
cedimiento sancionador mediante la correspondiente
denuncia, y tengan en los procedimientos que, si pro-
cede, se inicien la condición de interesadas, sin nece-

sidad de invocar y acreditar en cada caso la concurrencia
de derecho o interés concreto de ningún tipo.

La posibilidad de iniciar el procedimiento sancionador
mediante la correspondiente denuncia se ve amparada
por el artículo 6 del Decreto de 9 de noviembre de 1993,
sobre el procedimiento sancionador de aplicación en los
ámbitos de competencia de la Generalidad de Cataluña,
precepto que no hace sino reiterar la normativa con-
tenida en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

El amparo legal para reconocer a estas asociaciones
la condición de interesadas se halla también en el mismo
artículo 31 de la Ley del Estado 30/1992, dado que
es incuestionable el interés legítimo colectivo de estas
asociaciones en la buena finalidad de estos procedimien-
tos.

Es por ello que se estima conveniente contar con
la colaboración y participación más activas de los ciu-
dadanos en general y, más concretamente, de las aso-
ciaciones de protección y defensa de los animales.

Artículo único. Modificación del artículo 39.

Se añaden dos apartados al artículo 39 de la Ley
3/1988, de 4 de marzo, de protección de los animales,
con el siguiente texto:

«4. Las asociaciones a que se refiere el apar-
tado 2 tienen la consideración de interesadas en
los procedimientos sancionadores establecidos en
la presente Ley, en los casos en que hayan for-
mulado la correspondiente denuncia o hayan for-
malizado la comparecencia en el expediente san-
cionador.

5. Se establecerán por reglamento los requi-
sitos y condiciones para poner de manifiesto los
expedientes, y hacer efectivas las notificaciones y
demás trámites procedimentales que sean proce-
dentes.»

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley cooperen en su cum-
plimiento y que los tribunales y autoridades a los que
corresponda la hagan cumplir.

Palacio de la Generalidad, 28 de diciembre de 1998.

JORDI PUJOL,
Presidente

(Publicado en el «Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña» número 2801,
de 8 de enero de 1999.)


